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Aguada  
 
Civil. Núm.: 
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Sobre: Daños y 
Perjuicios 
 

Panel integrado por su presidenta la Jueza Coll Martí, la Jueza 
Lebrón Nieves y la Jueza Brignoni Mártir 
 
Coll Martí, Jueza Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 La parte apelante, el señor Alejandro Galarza Castro, la 

señora Daisy Rodríguez Román y la Sociedad Legal de 

Gananciales compuesta entre ambos, comparece ante nos 

mediante recurso de certiorari, el cual acogemos como recurso de 

apelación, pues se recurre de una determinación final, y solicita 

nuestra intervención, a los fines de que dejemos sin efecto el 

pronunciamiento emitido por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

de Aguada, el 21 de abril de 2016, debidamente notificado a las 

partes el 27 de abril de 2016.  Por medio del aludido dictamen, el 

foro primario acogió la solicitud de sentencia sumaria presentada 

por el señor Jorge A. De Castro Font, parte apelada, y dictó 
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Sentencia Sumaria Parcial, desestimando con perjuicio la presente 

demanda en cuanto a éste. 

 Por los fundamentos expuestos a continuación, revocamos la 

Sentencia apelada y devolvemos el caso para la continuación de los 

procedimientos.   

I 

 El caso de autos tuvo su génesis el 28 de noviembre de 2012, 

fecha en la cual la parte apelante, el señor Alejandro Galarza 

Castro, su esposa la señora Daisy Rodríguez Román y la Sociedad 

Legal de Gananciales compuesta entre ambos, presentó una 

Demanda sobre daños y perjuicios en contra de la señora Andrea V. 

De Castro Fernández, sus padres el señor Jorge A. De Castro Font 

y la señora Jessica Fernández Carranza y las respectivas 

compañías aseguradoras, cuyas identidades eran desconocidas al 

momento de entablarse la demanda.   

Según se alegó en la reclamación, el 7 de diciembre de 2011, 

mientras el señor Galarza Castro transitaba en su vía franca por la 

Carretera 110, Km. 4, jurisdicción de Moca, su vehículo de motor fue 

impactado por un automóvil conducido por la señora De Castro 

Fernández. La parte apelante sostuvo que el accidente 

automovilístico fue ocasionado por las actuaciones u omisiones 

culposas y/o negligentes de la señora De Castro Fernández, quien 

en claro menosprecio de la vida y seguridad de los demás 

conductores, transitaba por el carril contrario a exceso de velocidad.  

Alegó dicha parte, además, que como consecuencia del accidente, 

el señor Galarza resultó herido de gravedad y tuvo que ser 

hospitalizado e intervenido quirúrgicamente.   

Específicamente, el señor Galarza Castro reclamó una 

indemnización no menor de trescientos mil dólares ($300,000) por 
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concepto de los daños físicos; una suma no menor de cien mil 

dólares ($100,000) por sus sufrimientos y angustias mentales; una 

suma no menor de cien mil dólares ($100,000) por concepto de 

lucro cesante; así como tres mil dólares ($3,000) por la pérdida total 

de su vehículo de motor.  Por su parte, la señora Rodríguez Román 

reclamó una suma no menor de cincuenta mil dólares ($50,000) por 

sus sufrimientos y angustias mentales.  Además de las sumas antes 

reclamadas, la parte apelante solicitó el pago de costas, intereses y 

la imposición de honorarios de abogado.     

Tras múltiples incidencias procesales, el 10 de febrero de 

2016, el señor De Castro Font presentó una Moción en Solicitud de 

Sentencia Sumaria.  Adujo, en esencia, que no podía imputársele 

responsabilidad vicaria por los perjuicios alegadamente causados 

por su hija, pues a pesar de ser el dueño registral del vehículo 

involucrado en el accidente, al momento de ocurrir los hechos de 

epígrafe, se encontraba sumariado en una institución carcelaria y, 

por tanto, impedido de cumplir con su deber de vigilancia o de 

ejercitar control sobre ésta para evitar cualquier acto dañoso que 

hubiera realizado.     

Entretanto, ante la inhibición del juez asignado, el 14 de 

febrero de 2014, se ordenó el traslado del caso al Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de Aguada, para la continuación de los 

procedimientos.  Posteriormente, el 4 de abril de 2016, la parte 

apelante presentó una Moción en Oposición a la Solicitud de 

Sentencia Sumaria.  Arguyó que en el caso de epígrafe existían 

controversias sobre hechos esenciales que debían ventilarse 

mediante la celebración de un juicio plenario, siendo éstos: (1) si el 

señor De Castro Font incurrió en culpa o negligencia al facilitarle a 

su hija su vehículo de motor y/o incumplió con su deber de 
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vigilancia; (2) si la señora de Castro Fernández estaba emancipada 

al momento de los hechos alegados en la demanda; (3) si la 

alegada culpa o negligencia ocasionó daños a la parte apelante y 

cuantificar los mismos; y (4) si el señor De Castro Font consintió 

tácitamente para que su hija utilizara su vehículo de motor.    

Luego de evaluar las referidas mociones, el foro de primera 

instancia declaró Ha Lugar la Moción en Solicitud de Sentencia 

Sumaria presentada por el señor De Castro Font y dictó Sentencia 

Sumaria Parcial, desestimando con perjuicio la presente demanda 

en cuanto a éste.  Resolvió que el señor De Castro Font no podía 

de manera alguna vigilar o autorizar los actos que llevara a cabo su 

hija por razón de su confinamiento, por lo que no procedía 

imponerle responsabilidad vicaria por el accidente automovilístico en 

cuestión.  Inconforme con tal determinación, el 12 de mayo de 2016, 

la parte apelante solicitó reconsideración, la cual fue denegada el 16 

de mayo de 2016.  Aún insatisfecha, el 15 de junio de 2016, la parte 

apelante acudió ante nos y planteó lo siguiente: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al dictar Sentencia 
Parcial desestimando el caso con perjuicio contra Jorge 
De Castro Font a pesar que tiene responsabilidad vicaria 
en su deber de padre.   

Erró el Tribunal de Primera Instancia al dictar Sentencia 
Parcial desestimando el caso con perjuicio contra Jorge 
De Castro Font a pesar de que él era el dueño registral 
del vehículo que conducía de manera crasa y temeraria 
su hija provocando graves daños a los demandados.   

 
Luego de evaluar el expediente de autos, y contando con el 

beneficio de la comparecencia de ambas partes, estamos en 

posición de adjudicar la presente controversia.   

II 

A 

La responsabilidad civil derivada de actos u omisiones 

culposas o negligentes se rige por lo dispuesto en el Art. 1802 del 

Código Civil de Puerto Rico.  31 LPRA  sec. 5141.  Montalvo v. 
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Cruz, 144 DPR 748, 755 (1998); Toro Aponte v. E.L.A., 142 DPR 

464, 472 (1997); Elba A.B.M. v. U.P.R., 125 DPR 294 (1990).  Dicho 

artículo establece una de las fuentes de las obligaciones y deberes 

extracontractuales impuestos por la naturaleza y por la ley, 

necesarias para la armónica convivencia social.  Ramos v. 

Orientalist Rattan Furn., Inc., 130 DPR 712, 721 (1992). El referido 

artículo establece:  

El que por acción u omisión causa daño a otro, 
interviniendo culpa o negligencia, está obligado a reparar 
el daño causado. La imprudencia concurrente del 
perjudicado no exime de responsabilidad, pero conlleva 
la reducción de la indemnización. 

 

La responsabilidad extracontractual es el producto de los 

actos u omisiones en que intervenga cualquier género de culpa o 

negligencia. El perjudicado debe demostrar la existencia del daño 

tomando en consideración la concurrencia de tres requisitos; (1) la 

presencia de un daño físico o emocional en el demandante; (2) que 

haya surgido a raíz de un acto u omisión culposa o negligente del 

demandado y (3) que exista un nexo causal entre el daño sufrido y 

dicho acto u omisión.  Cintrón Adorno v. Gómez, 147 DPR 576, 598-

599 (1999). 

La culpa o negligencia se ha definido como la falta del debido 

cuidado que consiste en no anticipar y prever las consecuencias 

racionales de un acto, o de la omisión de un acto, que una persona 

prudente habría de prever en las mismas circunstancias. Sucns. 

Vega Marrero v. A.E.E., 149 DPR 159 (1999); Montalvo v. Cruz, 

supra, pág. 755; Ramos v. Carlo, 85 DPR 353 (1962).  Este deber 

de anticipar y prever los daños no se extiende a todo peligro 

imaginable sino a aquel que llevaría a una persona prudente a 

anticiparlo. Elba A.B.M. v. U.P.R., supra, pág. 309; Rivera Pérez v. 

Cruz Corchado, 119 DPR 8 (1987).  De igual forma, tampoco es 
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necesario que se haya anticipado la ocurrencia del daño en la forma 

precisa en que ocurrió; basta con que el daño sea una 

consecuencia natural y probable del acto u omisión negligente.  

Para que exista una causa de acción bajo el Artículo 1802 de 

nuestro Código Civil, supra, es necesario que exista un nexo o 

relación causal entre el daño sufrido y la conducta negligente. Es 

norma reiterada en nuestra jurisdicción que la doctrina que rige 

respecto al nexo o relación causal es la doctrina de la causalidad 

adecuada, según la cual “no es causa toda condición sin la cual no 

se hubiera producido el resultado, sino la que ordinariamente lo 

produce según la experiencia general.” Soc. de Gananciales v. 

Jerónimo Corp., 103 DPR 127, 134 (1974). Véase, además, Toro 

Aponte v. E.L.A., supra, pág. 474. Al referirnos a la omisión, hemos 

señalado que ésta genera responsabilidad civil por negligencia si tal 

conducta constituye el quebrantamiento de un deber de cuidado 

impuesto o reconocido por ley y si de haberse realizado el acto 

omitido se hubiera evitado el daño. Arroyo López v. E.L.A., 126 DPR 

682, (1990); Soc. Gananciales v. G. Padín Co., Inc., 117 DPR 94 

(1986). 

Para que prospere una acción en daños, es preciso que el 

demandante demuestre, por preponderancia de prueba, la realidad 

del daño sufrido, la existencia de un acto u omisión negligente y, 

además, el elemento de causalidad. La suficiencia, contundencia o 

tipo de prueba presentada, así como el valor que los tribunales le 

darán, dependerá naturalmente, de las circunstancias particulares 

de cada caso en conformidad con el derecho probatorio 

puertorriqueño. Sin embargo, la prueba presentada deberá 

demostrar que el daño sufrido se debió con mayores probabilidades 

a la negligencia que el demandante imputa. Se requiere, además, 
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que la relación de causalidad entre el daño sufrido y el acto 

negligente no se establezca a base de una mera especulación o 

conjetura. Admor. F.S.E. v. Almacén Ramón Rosa, 151 DPR 711 

(2000). 

De otra parte, el Artículo 1803 del Código Civil de Puerto 

Rico, 31 LPRA sec.5142, dispone, en lo aquí pertinente, que la 

obligación que impone el Artículo 1802 del mismo cuerpo legal es 

exigible no solo por los actos u omisiones propios, sino por los de 

aquellas personas de quienes se debe responder; ello, si existe un 

nexo jurídico previo entre el causante del daño y el que viene 

obligado a repararlo. Sánchez Soto v. E.L.A., 128 DPR 497 (1991).   

En lo pertinente, el referido artículo dispone que “el padre y 

por muerte o incapacidad de éste, la madre, son responsables de 

los perjuicios causados por los hijos menores de edad que viven en 

su compañía.”1  En dichos casos responderá el progenitor con el 

que convive el menor, a menos que demuestre que empleó toda la 

diligencia de un buen padre de familia para prevenir el daño.  Baba 

et als. v. González et al., 157 DPR 636, 641 (2002).  De esta 

manera, la responsabilidad es por la acción u omisión propia de los 

padres, pues se establece por incumplimiento de los deberes que 

imponen las relaciones de convivencia social de vigilar a las 

personas que están bajo la dependencia de otras, es decir, 

negligencia o culpa in vigilando por parte de los padres en el control 

del comportamiento de los hijos.  López y otros v. Porrata y otros, 

156 DPR 503, 511 (2002).  

                                                 
1
 A tenor con la reforma del régimen de la patria potestad debe considerarse como 

modificado el Art. 1803, supra, para hacer igualmente responsable a ambos padres por 
las actuaciones de sus hijos en las circunstancias que este artículo establece.  Igual 
conclusión se exige por virtud de nuestra Constitución en vista de que aquella proscribe 
este tipo de imposición de responsabilidad en atención exclusiva al sexo de las 
personas.  Así, procede aclarar que por virtud de los citados preceptos el Art. 1803, 
supra, debe ser leído para que ambos padres respondan solidariamente por las 
actuaciones de sus hijos en las condiciones que este impone.  López y otros v. Porrata y 
otros, 156 DPR 503, 510-511 (2002).         
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Ahora bien, la responsabilidad de los padres por las 

actuaciones de sus hijos menores que viven en su compañía no es 

absoluta. Cada caso específico debe medirse por sus circunstancias 

especiales, y sus hechos considerarse a los fines de determinar si 

hubo o no negligencia de parte del padre, esto es, si la actuación 

del hijo se debe al incumplimiento por el padre de su deber de 

vigilancia, reprensión, disciplina  y educación que sobre el hijo tiene.  

Cruz v. Rivera, 73 DPR 682 (1952).   

B 

El Art. 21.01 de la Ley Núm. 22 de 7 junio de 2000, mejor 

conocida como la Ley de Vehículos y Tránsito, 9 LPRA sec. 5621, 

dispone en lo pertinente, lo siguiente: 

El dueño de cualquier vehículo de motor será 
responsable de los daños y perjuicios que se causen 
mediante la operación de dicho vehículo, interviniendo 
culpa o negligencia, cuando el referido vehículo sea 
operado o esté bajo el control físico y real de cualquier 
persona que, con el fin principal de operarlo, o de hacer 
o permitir que el mismo sea operado por una tercera 
persona, obtenga su posesión mediante la autorización 
expresa o tácita del dueño.  En todo caso se presumirá, 
salvo prueba en contrario, que la persona que opera o 
tiene bajo su control un vehículo de motor ha obtenido su 
posesión con la autorización de su dueño, con el fin 
principal de operarlo, o de hacer o permitir que sea 
operado por un tercera persona.   

 
La referida sección constituye una de las excepciones 

principales al principio que rige la responsabilidad extracontractual 

en Puerto Rico.  La obligación de reparar daños en el ordenamiento 

jurídico generalmente dimana de un hecho propio.  Sin embargo, 

por excepción, hay responsabilidad personal por hechos ajenos en 

casos particulares específicamente dispuesto por la ley cuando ésta 

fija un nexo jurídico previo entre el causante del daño y el que viene 

obligado a repararlo.  Nieves Vélez v. Bansander Leasing Corp., 

136 DPR 827 (1994). Conforme a la sección precitada, la 

responsabilidad vicaria que ésta dispone surge una vez se 
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establezcan jurídicamente dos elementos esenciales: (1) quién es el 

dueño del vehículo, y (2) si la persona bajo cuyo control estaba el 

vehículo había obtenido su posesión por autorización del dueño. Id.  

Cónsono con lo anterior, nuestro más Alto Foro ha reiterado 

que al determinar si el dueño de cualquier vehículo de motor es 

responsable de los daños y perjuicios que se causen mediante la 

operación de dicho vehículo, interviniendo culpa o negligencia, 

cuando el referido vehículo sea operado o esté bajo el dominio o 

control de cualquier persona, o de un tercero autorizado por este 

último, los tribunales observarán las siguientes normas: (a) el hecho 

básico determinante de la responsabilidad será el que se haya 

obtenido la posesión del vehículo mediante la autorización expresa 

o tácita del dueño; (b) el dueño del vehículo no podrá enervar su 

responsabilidad legal, en el caso de que quien obtuviere la posesión 

en la forma mencionada transgrediese limitaciones en cuanto a la 

manera, el tiempo, el lugar y los propósitos de la autorización, y (c) 

la interpretación y aplicación de esta sección debe responder al 

propósito primario de proteger a los damnificados inocentes.  

McGee Quiñones v. Palmer, 91 DPR 464 (1964); Cordero Santiago 

v. Lizardi Caballero, 89 DPR 150 (1963).  De manera que, en la 

determinación de la responsabilidad civil del dueño de automóvil, el 

hecho determinante es la posesión autorizada, y no el uso 

autorizado de dicho vehículo.  Id.  

III 
 
La parte apelante alega, en esencia, que el foro de primera 

instancia incidió al dictar sentencia sumaria y desestimar el caso de 

epígrafe en cuanto al señor De Castro Font.  En apoyo de lo anterior 

plantea que debió imputársele a éste responsabilidad vicaria por los 

alegados daños ocasionados por su hija, ello por faltar a su deber 
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de vigilancia como padre.  Sostiene, además, que el señor De 

Castro Font ha de responder por los alegados daños y perjuicios en 

calidad de dueño registral del vehículo de motor, pues su hija 

obtuvo la posesión del mismo mediante su autorización tácita.  Por 

estar íntimamente relacionados, discutiremos los únicos dos (2) 

señalamientos de error de manera conjunta.     

Según reseñamos, a un padre cuyo hijo menor no vive en su 

compañía no puede imputársele culpa in vigilando, pues no estando 

bajo su guarda el padre no puede cumplir con su deber de 

vigilancia, reprensión, disciplina y educación que sobre el hijo tiene 

a los fines de evitar que éste realice un acto dañoso. 

Por otro lado, señalamos que la responsabilidad vicaria que 

establece la Ley de Vehículos y Tránsito, supra, obliga al dueño de 

un vehículo de motor por los daños culposos o negligentes 

causados mediante la operación de dicho vehículo, como si los 

hubiese causado el propio dueño.  La responsabilidad vicaria antes 

dispuesta surge una vez se establezcan los siguientes criterios: (1) 

quién es el dueño, y (2) si la persona bajo cuyo control estaba el 

vehículo había obtenido su posesión por autorización del dueño. 

En el presente caso, aunque bien sea cierto que al momento 

en que ocurrieron los hechos de epígrafe el señor Jorge de Castro 

Font se encontraba sumariado e impedido de cumplir con su deber 

de vigilancia para con su hija, no puede pasarse por alto que la Ley 

de Vehículos y Tránsito, supra, claramente dispone que el dueño de 

un vehículo de motor es responsable por los daños y perjuicios 

ocasionados por la culpa o negligencia durante la operación de 

dicho vehículo si el conductor de éste obtuvo la posesión mediante 

la autorización expresa o tácita del dueño.  Establece, además, una 

presunción, salvo prueba en contrario, que la persona que opera o 
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tiene bajo su control un vehículo de motor ha obtenido su posesión 

con la autorización del dueño con el fin principal de operarlo.  

Al momento en que ocurrieron los hechos de epígrafe, el 

señor De Castro Font era el dueño del vehículo de motor en 

cuestión.  En cuanto al segundo asunto a dilucidar, como puede 

observarse, el señor De Castro Font no acreditó que su hija hubiese 

adquirido la posesión del vehículo de motor sin su autorización.  En 

ese sentido, no logró rebatir la presunción establecida en la Ley de 

Vehículos y Tránsito, supra, y ha de concluirse que ésta obtuvo la 

posesión del vehículo de motor mediante autorización tácita.  En 

vista de ello, como alega la parte apelante, toda vez que la 

responsabilidad civil por el accidente automovilístico podría recaer 

sobre el señor De Castro Font, resulta forzoso que dejemos sin 

efecto la determinación apelada.   

IV 

 Por los fundamentos antes expuestos, revocamos la 

Sentencia apelada y devolvemos el caso para la continuación de los 

procedimientos.   

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

DIMARIE ALICEA LOZADA 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


